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León, Guanajuato, a 31 treinta y uno de octubre de 2013, dos mil trece. .  . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 229/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del CONTRALOR MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que el actor impugna la determinación de incompetencia de la Contraloría Municipal de León, Guanajuato, para conocer de la inconformidad ciudadana en contra de un elemento de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal y su remisión a la Dirección de Asuntos Internos para instruir la investigación de tales actos, conforme a lo estipulado en el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; y, la existencia de este acto impugnado se acredita con el original del oficio …, documental que forma parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada en su escrito de contestación aduce que se surten las causales de improcedencia contenidas en las fracciones I y VII del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al respecto se precisa que dicha autoridad omite expresar el artículo del referido Ordenamiento Legal y tampoco expresa argumentación lógica y jurídica tendente a justificar la configuración de cada una de la hipótesis contempladas en las citadas fracciones; no obstante lo anterior, este Órgano Jurisdiccional aborda el estudio de las invocadas causales de improcedencia previstas en las mencionadas fracciones del artículo 261 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Respecto, a la improcedente del proceso administrativo conforme a la causal prevista en la fracción I del citado artículo 261, en principio, se impone señalar que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor, el ejercicio de las acciones previstas en el artículo 255, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, está reservado únicamente a quien resiente un perjuicio con la emisión de un acto o una resolución administrativa dictada por alguna autoridad Municipal, en otras palabras, para que proceda el proceso administrativo es menester que exista un derecho subjetivo administrativo legítimamente tutelado por una norma jurídica a favor del justiciable, para que cuando sea transgredido por alguna autoridad administrativa el titular del mismo esté en aptitud de acudir ante el Juzgado Administrativo o ante el Tribunal de los Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, a demandar la nulidad del acto o resolución que da origen a esa transgresión, de este modo, el interés jurídico del justiciable lo constituye el derecho subjetivo administrativo; y, en el caso del actor, el derecho subjetivo administrativo que tiene tutelado, es el de presentar una queja en contra de un Elemento de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, por la comisión de una falta no grave o grave,  lo que compelió a la autoridad demandada a recibir la queja o inconformidad del impetrante, a asignarle el número de expediente y remitirlo al asesor en turno, sin embargo, el derecho subjetivo administrativo del impetrante no se agota con la recepción de su queja o inconformidad; pues, en la especie el actor en su carácter de quejoso cuenta con interés jurídico, pero este derecho sólo se limita a constreñir a la autoridad demandada a que funde y motive la incompetencia y en su caso la remisión de la queja o denuncia a la Dirección de Asuntos Internos del Municipio de León, Guanajuato, como parte de las formalidades esenciales del procedimiento administrativo disciplinario que deben observarse en el tramite y resolución de la queja, más no tiene interés jurídico para obligar a la autoridad administrativa a resolverla respecto de sus pretensiones, por lo que será el órgano disciplinario competente el decidirá si existen o no elementos convictivos para iniciar o no formalmente el procedimiento administrativo disciplinario y si se aplica sanción o no al Elemento de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Precisado lo anterior, cabe mencionar que en el siguiente considerando el juzgador abordara el estudio de los conceptos de impugnación y determinará sin con la emisión del acto impugnado, el actor si se vio ó no afectado en el derecho subjetivo administrativo que le asiste, esto es, si se afecta o no su interés jurídico.  . 
Por lo que hace a la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, cabe mencionar que no obstante que la autoridad demandada omite expresar cual es la disposición legal que contempla la causal de improcedencia que a su decir se configura, realizando un análisis de autos y constancias que obran en el sumario,  se advierte que no se actualiza ningún causal de las previstas en el citado artículo 261 y tampoco se advierte la configuración alguna causal de sobreseimiento de las establecidas en el mencionado artículo 262, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que el actor en el primer concepto de impugnación de la demanda expresa que la falta de fundamento y motivación en la resolución combatida, ya que manifiesta no ser competente para instruir la investigación a los actos que reclama del elemento de policía haciendo caso omiso del artículo 136 de la Ley de Seguridad Pública del Estado y lo transcribe textualmente; el resolutor viola el precepto transcrito al negarse competencia para sancionar a los elementos de los cuerpos policiacos, de manera infundada; como puede apreciase al apoyarse en criterios del Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, viola en su perjuicio el derecho de petición contenido en al artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 136 de la Ley de Seguridad Púbica del Estado, en consecuencia debe declararse la nulidad de la resolución impugnada y cumplir con la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios; sigue manifestando en el tercer punto de concepto de agravio que la resolutora viola en su perjuicio el artículo 2 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, el principio de legalidad el cual desconoce y el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no le autoriza omitir la aplicación de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios. Por su parte la autoridad señala en el escrito de contestación de la demanda que no le asiste la razón al recurrente, porque actuó conforme el artículo 4º de la Ley Orgánica Municipal, por carecer de competencia legal para dar trámite a la solicitud, lo cual le manifestó por escrito conforme lo señalado en los artículos 14 y 16 Constitucionales, siendo fundadas y motivadas las consideraciones vertidas en el acto reclamado; que no se afectaban los intereses jurídicos del actor y el sustento de su actuar está en la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Guanajuato, en sus artículos 86 y 87, lo cual justifica su negativa; que su actuar es conforme a derecho y no incumplió con lo establecido por el artículo 136 de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Guanajuato, porque su actuación estuvo apegada al artículo 4º de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y los diversos 86 y 87 de la Ley de Seguridad Pública citada; y que se apegó a los artículos 8º de la Constitución Política Federal, 4º y 139, fracción X, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, porque se recibió su inconformidad al recurrente, así como se le mando asignar número de expediente y asesor en turno, a efecto de que por razón de competencia fuera remitida a la Dirección de Asuntos Internos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conceptos de impugnación que resultan INFUNDADOS, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que estos conceptos de impugnación se analizarán de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica expresada en los mismos, tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En segundo lugar, cabe mencionar que por disposición del artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el acto administrativo impugnado tiene la presunción de legalidad, es decir, se presume que fue emitido con apego estricto a derecho, por ello, se parte de la premisa de que está revestido de validez y le corresponde a la parte actora desvirtuar esa presunción de legalidad, quien argumenta al efecto que al dejar de tramitar y conocer de la inconformidad o queja que presentó en contra de un policía preventivo viola en su perjuicio el artículo 136 de la Ley de Seguridad Púbica del Estado de Guanajuato, el que textualmente establece: . . . . . . .  . . . . . . . 
“Artículo 136.- El incumplimiento de lo dispuesto por esta ley a cargo de los servidores públicos, será sancionado conforme a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal en que puedan incurrir.

Lo dispuesto en el párrafo anterior, no es aplicable a quienes ocupen un cargo de elección popular ni a los integrantes de las Instituciones Policiales.”

Como puede observarse, este precepto legal para el efecto de responsabilidades disciplinarás distingue a los servidores públicos de índole  administrativo y los de las Corporaciones Policiales; así tenemos que dentro de los primeros servidores públicos se contemplan a los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión que sea de naturaleza administrativa, es decir, a las personas que desempeñan cargos Directivos o Administrativos en la Administración Pública y dentro de los segundos se contempla a los miembros activos de los Cuerpos de Seguridad Pública, aspectos que se precisan y aclaran con el contenido del texto del artículo 87 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato; sobre el particular no se omite precisar que en el referido primer párrafo del citado artículo 136, se utiliza el vocablo servidores públicos por su amplio sentido, con el que se comprende a los diferentes tipos de servidores públicos que tenemos en la Administración pública, puesto que el Ayuntamiento tiene a su cargo la seguridad pública y presta este servicio público a través de servidores públicos de Elección Popular, Funcionarios y Empleados del Municipio, así como de los Integrantes de las Instituciones Policiales, entre otras, razón por la cual el pluricitado artículo 136 en su segundo párrafo, hace una distinción para excluir a los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública del régimen general disciplinario de los servidores públicos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo  esta  tesitura  y  abundando  lo  anterior,  el  legislador  en  el  segundo 
párrafo del citado artículo 136,  excluye de manera expresa a los miembros de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal del régimen general disciplinario aplicable a los servidores públicos de acuerdo a la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, a efecto de justiciar la regulación del Régimen disciplinario de las Instituciones Policiales en la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato, por tal virtud el elemento de la Policía Preventiva Municipal señalado por el impetrante, jurídicamente no es posible sancionarlo conforme a la citada Ley de Responsabilidades, ya que la intención del legislador en el artículo que se analiza, es en el sentido de que a los elementos de las corporaciones policiales se les sancione conforme a las disposiciones de la aludida Ley de Seguridad Pública y del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, de ahí que estos dos Ordenamientos Jurídicos en nuestro Municipio, son los que regulan válidamente lo relativo a la responsabilidad disciplinaria administrativa de los elementos activos de la Corporación de la Policía Preventiva  y de la Corporación de Tránsito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo expuesto en el párrafo que antecede,  no le asiste la razón al 
justiciable, ya que no interpreta conforme a derecho el artículo 136 de la Ley de Seguridad Púbica del Estado de Guanajuato, al sostener que la Contraloría debe asumir competencia para tramitar la inconformidad o queja y en su caso aplicar una sanción al policía que señala como presunto responsable de la comisión de una falta, pues en efecto, le corresponde al Director de Asuntos Internos del Municipio de León, Guanajuato, en su carácter de Secretario Técnico, recibir la queja e iniciar la fase de investigación de donde pueden surgir varios supuestos, a saber: a).- Que no exista la comisión de la falta administrativa; b).- Que los hechos imputados al policía constituyen una falta no grave, éste a su vez remitirá la queja o inconformidad al Titular de la Corporación de la Policía Preventiva, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 85 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, para que en su caso se aplique una medida disciplinaria; c).- Que los hechos constituyan la comisión de una falta grave de las previstas en el artículo 28 del  Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato; de ahí que, si de la investigación resultasen elementos suficientes sujetará a procedimiento administrativo disciplinario al elemento presunto responsable y cuando el expediente se encuentre en estado de resolver, lo someterá al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, para que este como Órgano Colegiado competente, en su caso, al policía preventivo le aplique la sanción administrativa que en derecho corresponda, por la comisión de la falta grave que se llegare a comprobar; en consecuencia, en este sentido, no se afecta la esfera de derechos del justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
En el segundo punto de conceptos de impugnación, que el resolutor pretende que el proceso disciplinario por las indisciplinas de los policías descritas en el artículo 78 de la Ley de Seguridad Pública del Estado, es claro que se refieren a su comportamiento al interior de los cuerpos policiacos, para reforzar su dicho basta consultar el artículo 83 en concordancia con los artículos 132 y siguientes de la referida Ley de Seguridad Pública, que contiene el procedimiento para la aplicación de sanciones y es precisamente el artículo 135 el que contempla el recurso de reconsideración en contra de las resoluciones de los Consejos de Honor y Justicia y ese ordenamiento no prevé recurso alguno para los particulares y lo confunde con las sanciones previstas en el artículo 13 de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, que regula el actuar el servidor público con la ciudadanía, violando éste último ordenamiento en su perjuicio. Por su parte, la autoridad en la contestación de la demanda no expresa argumento alguno  respecto a esta segunda causa de ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta INFUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En  efecto,  el  artículo  78  de  la  Ley  de   Seguridad   Pública  del   Estado, 
establece que la disciplina es la base del funcionamiento y organización de las instituciones policiales, y por un lado, es cierto que, enfoca el patrón de las conductas de los miembros de la instituciones policiales hacía el aprecio de sí mismo, la pulcritud, los buenos modales, el rechazo a los vicios, la puntualidad en el servicio, la exactitud en la obediencia, aspectos que comprenden el comportamiento hacia el interior de la Corporación; pero, por otro lado, también es verdad que ese patrón se dirige a los gobernados al imponer a los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública como deber, el escrupuloso respeto a las Leyes y Reglamentos, así como a los derechos humanos. De esta manera, en palabras del actor, la disciplina se contempla hacía el interior y hacía el exterior, como quiera que sea, no se sostiene el argumento vertido por el actor, en virtud de que no contiene un parámetro objetivo de razonabilidad que lo haga apegado a derecho en su totalidad, ya que conforme a los señalado por el citado artículo 78, se les deja a los Ayuntamientos la expedición de la normativa Municipal que establezca las bases mínimas de los regímenes disciplinarios de las Corporaciones Policiales Municipales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Es así que, el Ayuntamiento del Municipio de León, Guanajuato, en materia disciplinaria de los miembros de los Cuerpos de Seguridad Pública, expidió Ordenamientos Legales, en los cuales sanciona las conductas de los policías preventivos y de los agentes de tránsito, estableciendo para ello faltas no graves y faltas graves y sus respectivas sanciones administrativas; en ese sentido, las faltas no graves relacionadas con la disciplina de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal que comprenden aspectos vinculados con el aprecio de sí mismos, la pulcritud, los buenos modales, el rechazo a los vicios y la puntualidad en el servicio, se contemplan en los artículos 80 TER y 81 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, además se establecen las medidas disciplinarias que se pueden aplicar por la comisión de una falta no grave y consisten en la amonestación, el cambio de adscripción o el arresto, según prevé en el artículo 79 del mismo Reglamento Interior; mientras que, las medidas graves se contemplan como conductas de los miembros de la Instituciones Policiales relacionadas con el no respecto a las Leyes, Reglamentos y a los Derechos Humanos, las que se prevén en el catálogo establecido en el artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . 
Por lo tanto, la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato,  regula válidamente y de manera independiente, el régimen especial de responsabilidades disciplinarias de los miembros activos de las Instituciones Policiales y la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, regula el régimen general disciplinario de los servidores públicos; en consecuencia, a los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal Jurídicamente no se les aplica la aludida Ley de Responsabilidades Administrativas; sobre el particular no se omite precisar que analizando el acto combatido se advierte la existencia de vicios de carácter formal, sin embargo el justiciable no expresó causal de ilegalidad respecto a estos y el juzgador no abordó su estudio  de manera oficiosa, en razón de que no se actualiza ninguna hipótesis de las previstas en las diversas fracciones del artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por todo lo anterior, el acto impugnado no afecta la esfera de derechos del justiciable, en tal virtud, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la legalidad y validez del acto impugnado que consiste en el oficio …, emitido por el Contralor Municipal de León, Guanajuato, … . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracciones I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del oficio …, emitido por el Contralor Municipal de León, Guanajuato, por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . .
